
Implicancias patrimoniales de la responsabilidad parental 

   

 María de los Ángeles Bonzano
1
 

 

I. Introducción 

 Ciertamente la incorporación al techo axiológico de nuestro sistema normativo del 

derecho internacional de los derechos humanos por la puerta del art. 75 inc. 22 de la 

Constitución Nacional ha impactado de modo particular en el derecho de familia en el 

efecto de “constitucionalización del derecho privado” que tal modificación produjo. 

 En efecto, de conformidad al principio de jerarquía normativa consagrado por el art. 

31 de nuestra Carta Magna, este derecho constitucional humanitario impone una 

relectura de las normas del derecho interno a la luz de los principios, derechos y 

garantías que aquel contiene.   

 La responsabilidad parental ciertamente no resulta ajena a este necesario proceso de 

interpretación de su regulación en el marco de este renovado derecho constitucional 

argentino.   

 En ese escenario resulta preciso delimitar cuales son los principios y derechos  

incorporados por este elenco de Tratados, Pactos y Convenciones que han de iluminar el 

análisis de la normativa vigente en materia de responsabilidad parental.     

Sin dudarlo, ellos son: el interés superior del niño (art. 3 de la CDN), el derecho de 

niños, niñas y adolescentes a ser oídos en todas aquellas cuestiones que los involucren 

(art. 12 de la CDN),  la denominada “autonomía progresiva” (art. 5° de la CDN)
2
  y la 

igualdad de derechos del padre y la madre en las materias relacionadas con sus hijos 

(art. 16 de la CEDAW). 

Se ha señalado reiteradamente que el “interés superior del niño” configura una 

fórmula indeterminada y sujeta a múltiples interpretaciones. Compartimos la afirmación 

en este último aspecto toda vez que particularmente los jueces han echado mano a este 
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concepto para fundamentar resoluciones muchas veces en sentidos absolutamente 

opuestos.  

Entendemos que la atribuida vaguedad de la expresión se despeja si en la 

determinación del “mejor interés” se contemplan las particulares circunstancias 

personales y de lugar y tiempo del niño, niña o adolescente
3
 y se decide acorde a lo que, 

en proyección de futuro, asegure su desarrollo pleno en todos los aspectos que hacen a 

su personalidad
4
.  

Desde nuestra mirada, quien ha definido de modo más acabado, y a la vez más  

sencillo el concepto de “interés superior del niño” es el chileno Cillero Bruñol. Entiende 

este autor que la noción de interés superior del niño se identifica con la plena 

satisfacción de sus intereses; esto es, la absoluta vigencia de sus derechos en tanto éstos 

integran el contenido de tal mejor interés
5
.  

En el mismo camino ha señalado Cecilia P. Grosman: “...parece útil, a nuestro 

criterio, asociar el ‘interés del niño’ con sus derechos fundamentales. Esto significa 

que resultará en interés del menor toda acción o medida que tienda a respetar sus 

derechos y perjudicial, aquellas que puedan vulnerarlos”
6
. Ello así, toda decisión que 

transgreda -aunque sea mínimamente- algún aspecto de los derechos reconocidos al 

niño, niña o adolescente por la Convención, deviene contraria a su “interés superior”.  

La ley 26.061, de Protección Integral de los Derechos de los Niños, Niñas y 

Adolescentes ha recogido explícitamente esta postura en orden a la conceptualización 

del principio de interés superior del niño en su art. 3°, al prescribir: “A los efectos de la 

presente ley se entiende por interés superior de la niña, niño y adolescente la máxima 

satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta 

ley…”, derechos y garantías éstos que replican de modo ampliado los establecidos en la 

Convención Internacional sobre los Derecho del Niño
7
.  Expresamente, el art. 3 de la 

CDN señala como responsables de atender al “interés superior del niño” a las 
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instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 

administrativas y los órganos legislativos.  Por su parte, el art. 18 de la Convención 

incluye entre tales responsables a los padres -esto es, al padre y a la madre-, al señalar 

que su preocupación fundamental en el ejercicio de la responsabilidad de crianza y 

desarrollo de sus hijos ha de ser el interés superior del niño
8
.  

En consonancia con el espíritu de la Convención, la Ley 26.061 de Protección 

Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, expresamente prescribe 

que el principio del “interés superior del niño” rige en materia de “patria potestad”; es 

decir, aquel principio  debe indefectiblemente presidir las decisiones que en ejercicio de 

la responsabilidad adopten los padres.                                                                                                        

Finalmente, cabe señalar que en materia de responsabilidad parental el “standart” 

del interés superior del niño tiene reconocimiento legal, aún antes de la adopción de la 

CDN por la Asamblea de las Naciones Unidas en 1989, a partir de la reformulación del 

régimen de la “patria potestad” por el legislador de 1985 a través de la ley 23.264. En 

efecto,  el art. 264 ter  del Código Civil alude expresamente al “interés del hijo” como la 

pauta que ha de guiar la decisión judicial en los casos de desacuerdo entre el padre y la 

madre en relación al ejercicio de la patria potestad. Esta norma refleja de modo concreto 

la incorporación a la normativa de la “patria potestad” de lo que la doctrina ha 

denominado “la cláusula de beneficio de los hijos”
9
 . 

El derecho del niño a ser oído en todo asunto que lo afecte prescripto por el art. 12 

de la Convención, ha encontrado consagración protagónica en la ley 26.061 al constituir 

una de las pautas a respetar en la consideración del interés superior del niño 

expresamente previstas por el art. 3° de la ley citada. Es que, tal como se ha sostenido 

“el niño debe ser protagonista insustituible en la definición de su propio interés 

superior”, sin cuya intervención -a partir de la expresión de su opinión y deseos- se 

torna difícil determinar su mejor interés
10

.  
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Claramente esta obligación de oír al hijo en todos los supuestos de ejercicio de la 

responsabilidad parental halla también expresa confirmación implícita en el penúltimo 

párrafo del referido art. 3° de la ley 26.061
11

. 

El deber de oír al niño, niña o adolescente y el correlativo derecho de éstos de 

expresar su opinión en todos los asuntos que les atañen y, especialmente, que ésta sea 

tenida en cuenta a la hora de decidir encuentra necesario correlato en lo que se ha 

denominado el principio de autonomía progresiva introducido por la CDN en el art. 5. 

Hemos afirmado hace ya tiempo que este principio incide de modo particular en el 

sentido de la responsabilidad parental. En tal sentido expresamos: “este principio 

resignifica el fin de la patria potestad que regula el art. 264 en su primer párrafo. 

Otorga un sentido claro a la finalidad de protección y formación integral que esa 

norma enuncia e impone un modo de ejercer ‘la autoridad paterna’. Es que a la luz del 

art. 5 de la CDN la protección y formación integral indefectiblemente han de 

concretarse a través de acciones de dirección y orientación de los hijos, para que éstos, 

conforme el desarrollo de sus facultades, ejerzan los derechos garantizados en la 

CDN.
12

 El fin de la patria potestad luce ahora transparente en el marco constitucional: 

se trata de deberes-derechos reconocidos a los padres por el ordenamiento interno, con 

el solo fin que el niño logre el ejercicio autónomo y progresivo de sus derechos”
13

. 

En esa dirección, ha de anotarse que el reconocimiento constitucional de autonomía 

progresiva a niños, niñas y adolescentes  en el ejercicio de sus derechos pone en tensión 
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(el resaltado nos pertenece). 
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Convención sobre los Derechos del Niño” en RDF N° 17, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2000, pág. 

105. 
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el sistema vigente de representación de los padres respecto de sus hijos de conformidad 

a las reglas de capacidad e incapacidad previstas por el ordenamiento civil. 

Desde nuestro parecer, el reconocimiento de la autonomía progresiva a niñas, niños 

y adolescentes excede el ámbito de los derechos personalísimos de éstos y comprende o 

incluye también a los aspectos patrimoniales. Ello, por cuanto entendemos que en unos 

y otros el reconocimiento de la autonomía progresiva de niñas, niños y adolescentes 

implica admitir la participación de éstos en el ejercicio de sus derechos, más allá de 

reconocer que las características de tal participación pueden presentar contornos 

diferentes según se trate de derechos personalísimos o de derechos en relación a bienes 

de su titularidad
14

.  

En lo que hace al principio de igualdad de derechos del ambos padres en las 

cuestiones relativas a sus hijos consagrado por el art. 16 de la CEDAW
15

, el mismo 

encuentra plena recepción en la regulación de la responsabilidad parental por nuestro 

ordenamiento civil. En efecto el legislador de la reforma al régimen de la denominada 

“patria potestad” consagró tal igualdad de derechos parentales del padre y la madre aún 

antes de su consagración a nivel internacional.     

             

II. Deberes y facultades de los padres en relación al patrimonio de sus hijos 

Las implicancias patrimoniales de la responsabilidad parental reguladas en el 

derecho argentino vigente son el usufructo de los padres y la administración por estos 

de los bienes de los hijos/as. 

No desconocemos que la obligación alimentaria de los padres respecto de su prole 

presenta un costado patrimonial en lo que refiere al modo de cumplimiento de ella. Sin 

embargo, en atención a que su finalidad apunta a la manutención, vivienda, salud, 

educación, recreación, etc. de los hijos/as entendemos que su naturaleza es 

esencialmente personal, por lo que no referiremos a ella en estas líneas. 

 

1. El usufructo de los padres sobre los bienes de sus hijos/as 

a) Su regulación en el derecho argentino vigente  
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 Al reglamentar nuestro ordenamiento civil el derecho real de usufructo, prevé en 

el art. 2816 del Código Civil
16

 al usufructo paterno como un supuesto de usufructo 

legal
17

. Sin embargo, la propia norma somete al usufructo de los padres a su regulación 

en el título “De la patria potestad”.  

 En torno a esta previsión normativa se ha discutido si el usufructo paterno 

configura una especie del derecho real de usufructo
18

, un usufructo con caracteres 

propios
19

 o una institución propia del derecho de familia
20

 

 El usufructo de los padres, expresamente previsto por el art. 287 del Código 

Civil
21

 es el derecho que les reconoce la ley de usar y gozar de los bienes que 

conforman el patrimonio de sus hijos/as matrimoniales y extramatrimoniales 

voluntariamente reconocidos y de percibir para sí los frutos y rentas que ellos 

devenguen, mientras aquellos se encuentren bajo su responsabilidad parental
22

. 

 Doctrina y jurisprudencia acuerdan, si bien con fundamentos diferentes, en que 

durante la convivencia de los padres, este derecho corresponde a ambos por mitades. En 

cambio, existen opiniones encontradas en relación al supuesto en que los padres no 

conviven.  

 En efecto, por un lado se afirma que la expresión “bajo su autoridad” alude a la 

titularidad de la responsabilidad parental. De donde, como independientemente de que 

los padres convivan o no convivan son titulares de tal responsabilidad, en los dos 

supuestos el usufructo corresponde a ambos por mitades, excepto el caso que uno de 

ellos hubiese sido privado de la responsabilidad parental  en los términos del art. 309 

del Código Civil
23

. 
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 Desde otra posición, se asevera que la expresión “bajo su autoridad” refiere al 

ejercicio de la responsabilidad parental, por lo que el reconocimiento del derecho en el 

supuesto de padres que conviven encuentra su fundamento en que en este caso ambos 

comparten el ejercicio, de conformidad a lo previsto por el art. 264, inc. 1°,  del C.C.. 

En cambio, cuando los hijos están “bajo la autoridad” de uno solo de ellos por tratarse 

de un supuesto de ejercicio unilateral, el derecho a percibir el usufructo de los bienes de 

los hijos corresponde al padre ejerciente exclusivamente
24

. 

 No resulta cuestión menor la posición que se adopte, en tanto el usufructo de los 

bienes de los hijos puede ser atacado por los acreedores de los padres en la proporción 

que a cada uno le corresponda
25

.  

 El usufructo de los padres encuentra restricciones en lo dispuesto por los arts. 287, 

290 y 291 de nuestro ordenamiento civil. 

 Por una parte, el art. 287 del C.C. enumera los bienes excluidos de tal usufructo en 

forma expresa ya sea por la ley -los adquiridos mediante su trabajo y los heredados con 

motivo de la indignidad o desheredación de sus padres
26

- o por la voluntad del testador 

o donante. A su vez, existe exclusión implícita del usufructo paterno en el supuesto de 

indicar el donante o testador el destino de las rentas y frutos, tal como lo prevé el art. 

290 ibidem. En todos estos supuestos la restricción al usufructo paterno es absoluta o 

total.  

 Por otro lado, la ley civil prevé supuestos de afectación del usufructo de los padres 

que designa como “cargas” y enumera puntualmente en el art. 290 del Código. Ellas 

son: 1°) las que pesan sobre todo usufructuario, excepto la de afianzar, 2°) los gastos de 

subsistencia y educación de los hijos, en proporción a la importancia del usufructo, 3°) 

el pago de los intereses de los capitales que venzan durante el usufructo, y 4°) los gastos 
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 Borda, Guillermo A., Tratado de Derecho Civil. Familia, T. II, Buenos Aires 1993, pág. 188, 
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3749 del C.C., en donde respectivamente se establece que el indigno y el desheredado no pueden reclamar 

el usufructo de los bienes que por vía de la sucesión reciban sus hijos.  

http://www.abeledoperrotonline2.com/


de enfermedad y entierro del hijo, como los del entierro y funerales del que hubiese 

instituido por heredero al hijo.  

 Tales cargas configuran hipótesis de restricción parcial al derecho de los padres, 

toda vez que éste podrá ser ejercido una vez cumplidas tales cargas, en cuanto reste
27

. 

Como consecuencia de las “cargas” del usufructo de los padres y de conformidad a lo 

expresamente previsto por el art. 292, 2ª parte,  del Código Civil Argentino, dicho 

usufructo no puede se embargado por deudas de aquellos sino dejándoles lo que fuere 

necesario para cubrir tales “cargas”.  

 Teniendo en cuenta ello,  cabe considerar como habrá de procederse en las 

siguientes situaciones:  

 a) supuesto de traba de embargo por parte de los acreedores de los padres por un 

monto que excede lo necesario para cubrir las cargas del usufructo. En tal caso, de 

acuerdo a la norma citada, acreditado el monto requerido para cubrir  las cargas del 

usufructo, deberá ordenarse el levantamiento del embargo en tal proporción;  

 b) situación en la que la quiebra de uno de los padres,  comprende el usufructo de 

los bienes de sus hijos en un monto que compromete lo necesario para hacer frente a las 

cargas que de aquel se derivan en términos del art. 290 del C.C.. En tal supuesto se ha 

entendido que los acreedores se encuentran impedidos de agredir el bien objeto del 

usufructo paterno
28

. 

 Un tema recurrente en la jurisprudencia en relación a la temática que venimos 

examinando, refiere a la determinación de si los intereses del capital de titularidad de 

los hijos, en tanto rentas, forman o no parte del derecho de usufructo de los padres.  

 No existen dudas acerca de que el usufructo de los padres no comprende el dinero 

de los hijos. Tal certeza fue consagrada expresamente por un antiguo fallo plenario de 

las Cámaras Civiles de la Capital Federal
29

 en el que se limitó el usufructo paterno a los 

intereses o rentas que el dinero de los hijos produce.  

 En referencia a los intereses concretamente, los planteos giraron reiteradamente en 

torno al interrogante de si corresponden a los padres como usufructo los intereses 
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moratorios y/o los intereses compensatorios devengados por el capital de propiedad de 

sus hijos. A esta altura vale recordar que los primeros, llamados también “punitorios”, 

representan la indemnización o resarcimiento de los daños y perjuicios sufridos por el 

acreedor en las obligaciones de dar sumas de dinero frente al incumplimiento oportuno 

del deudor. Por su parte, los intereses compensatorios, designados asimismo 

“retributivos” y en algunos supuestos “lucrativos”, operan como contraprestación por el 

uso del dinero ajeno; dicho de otro modo, son “el precio por el uso del capital”. No 

pareciera presentar dudas que los intereses moratorios, por su carácter resarcitorio 

corresponden al titular del capital, en el caso al hijo, y no se encuentran alcanzados por 

el usufructo de los padres. 

 La situación puntual referida a los intereses compensatorios, es la que ha 

presentado alguna diferencia en torno a su consideración respecto de la cuestión que 

tratamos. En un precedente reciente, se entendió por parte de la Cámara de Apelaciones 

Federal  que “la suma fijada en concepto de intereses a favor del menor como 

consecuencia de la demora en el pago de la indemnización fijada en la sentencia, 

formaba parte del capital de condena y no revestía la calidad de renta o fruto del 

mismo”.  Sin embargo, al expedirse la Corte Suprema  de Justicia de la Nación en el 

caso, sostuvo que “no se aprecian razones valederas que justifiquen admitir una 

distinción fundada en la diversa naturaleza de los réditos, que no guarda correlación 

con el carácter universal del usufructo”
30

.  Si bien no compartimos la respuesta del 

Máximo Tribunal en el tema, por entender que efectivamente por su naturaleza, las 

sumas percibidas en tal supuesto integran el capital y por tanto, no se encuentran 

alcanzadas por el derecho de usufructo de los padres, hacemos la salvedad que habrá de 

estarse al caso concreto y serán las particulares circunstancias de éste las que 

determinen la solución que resulte más equitativa y respetuosa de los derechos de cada 

uno de los interesados.   

 No podemos omitir mencionar las críticas que desde la más prestigiosa doctrina se 

han formulado al derecho de usufructo de los padres. En tal sentido, recientemente se ha 

sostenido que el sistema vigente al regular el usufructo paterno-materno desconoce el 

carácter de sujeto de derechos del hijo, titular entre otros de derechos patrimoniales y en 

su marco, del derecho a percibir los frutos y rentas de los bienes que componen su 

patrimonio. Asimismo se ha dicho que no se pueden justificar las razones por las que el 
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legislador mantiene el “desapoderamiento” o “vaciamiento” del patrimonio del hijo a 

título del usufructo de sus padres, dibujando una patria potestad ventajosa, provechos y 

que obtiene “ganancias” sobre el patrimonio de sus hijos
31

, opinión que compartimos en 

un todo.  

 No obstante ello, creemos preciso reflexionar acerca del modo en el que, en el 

sistema vigente en materia de usufructo paterno, han de operar los principios del 

derecho constitucional humanitario que más arriba  mencionáramos.   

 En tal sentido, afirmamos con convicción que la incorporación de la opinión del 

hijo/ja acerca del destino que ha de darse al usufructo de sus bienes por parte de sus 

padres, de conformidad al grado de desarrollo de su autonomía progresiva, no puede 

obviarse en el escenario de una familia con prácticas democráticas en su seno.  

 

 b) El usufructo paterno en el derecho proyectado 

Finalmente, procurando esbozar algunas líneas acerca del tratamiento que el 

tema que estamos desarrollando ha encontrado en el Proyecto de Código Civil y 

Comercial, cabe subrayar que el art. 697 elimina del ordenamiento civil el usufructo de 

los padres al disponer expresamente que “Las rentas de los bienes del hijo 

corresponden a éste…”. El proyecto se hace eco en este punto de las voces que 

propiciaban la supresión del usufructo paterno-materno
32

.  

En los Fundamentos se expone en relación a esta cuestión: “Se deroga la figura 

del usufructo paterno porque si los hijos son sujetos de derechos diferentes a sus 

padres, los frutos de sus bienes no deben ingresar al patrimonio de sus progenitores, 

sino que deben ser conservados y reservados para ellos”
33

. 

Ratificando la propiedad del hijo respecto de las rentas que producen sus bienes, 

el artículo que comentamos dispone que los progenitores tienen la obligación de 

preservarlas y de cuidar que no se confundan con sus propios bienes. No obstante, se 

prevén dos hipótesis en las que los padres pueden disponer de las rentas de los bienes de 

los hijos: sin autorización judicial  (art. 697) y con autorización judicial (art. 698). 

Los padres pueden disponer de tales rentas con autorización judicial invocando 

razones fundadas y en beneficio de los hijos. En este caso no se prevé la obligación de 
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rendir cuentas, pero pueden el padre y la madre hacerlo en caso de pedido del hijo, cuya 

madurez se presume a estos efectos. 

También pueden los padres hacer uso de las rentas de los bienes de los hijos sin 

necesidad de autorización judicial cuando lo sea para la subsistencia y educación del 

hijo que los progenitores no pueden asumir, los gastos de enfermedad, entierro de los 

hijos o de la persona que haya instituido heredero al hijo, y para los gastos derivados de 

la administración de tales rentas. En este supuesto si se encuentran obligados los padres 

a rendir cuentas. 

Desde nuestra mirada, el Proyecto da adecuada solución al tema, reafirmando al 

hijo como sujeto de derechos y por tanto reconociéndole la titularidad de sus bienes y de 

las rentas que estos produzcan, sin desconocer que en circunstancias especiales puede 

admitirse la utilización de tales rentas por los padres, ratificando -al mismo tiempo- el 

principio de capacidad progresiva del hijo, al presumirla si éste decide pedir rendición 

de cuentas a sus padres por tal uso. 

 

2. La administración de los bienes de los hijos como responsabilidad de los 

padres 

a) Regulación en el Código Civil Argentino 

La responsabilidad paterno-materna de administrar el patrimonio de los hijos 

deriva de lo prescripto por el art. 293 del Código Civil, norma de la que surge el 

carácter universal de tal gestión en cuanto dispone: “Los padres son los 

administradores legales de los bienes de los hijos que están bajo su potestad…”. Sin 

embargo el mismo precepto prevé seguidamente las restricciones a tal responsabilidad
34

.  

Si bien, de conformidad al art. 264 del C.C., cuando ambos progenitores 

conviven con el hijo se presume que los actos otorgados por uno de ellos cuentan con la 

autorización del otro, en materia de administración la presunción no funciona por haber 

sido incorporada ella al elenco de actos “trascendentes” para la vida del hijo que 
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indefectiblemente requieren del otorgamiento conjunto. Así resulta de lo previsto por el 

art. 264 quater inc. 7°, excepto que uno de los padres delegue la administración en el 

otro conforme lo dispuesto por el art. 294.  

De tal suerte, la previsión del art. 264 quater inc. 7° del CC consagra el principio 

de la administración conjunta de los padres del patrimonio de sus hijos. Dicho principio  

presenta una excepción en los “actos conservatorios”, los que según dispone el art. 294 

ibidem pueden ser otorgados por cualquier de los padres indistintamente.  

Tal exigencia de otorgamiento conjunto de los actos de administración respecto 

de los bienes de los hijos ha sido permanente objeto de críticas, imputándosele 

complicar innecesariamente el manejo de los intereses de los hijos por entenderse que 

estos actos, al igual que los conservatorios del patrimonio de aquellos, deberían poder 

ser otorgados indistintamente por cualquiera de los padres
35

. En el mismo camino ha 

señalado la jurisprudencia “La aplicación rigurosa del art. 264 quater del Cód. Civil, 

en lugar de proteger los intereses del menor podría conducir a conclusiones 

disvaliosas. Por lo tanto debe partirse de la distinción respecto de los actos sobre los 

cuales la ley requiere la actuación conjunta de ambos padres y aquellos para los que 

entiende que resulta indistinta la de cualquiera de ellos, presumiendo el consentimiento 

del otro. Los actos conservatorios y de administración realizados por uno de los padres 

que no se vinculan a negocios de futuro o proyectos de administración a desarrollarse 

en el tiempo, sino que se agotan en su realización y benefician al menor, se incluyen 

dentro de las hipótesis en las cuales la ley entiende que resulta indistinta la actuación 

de cualquiera de los progenitores”
36

. 

Parafraseando a D’Antonio, la autorización de gestión patrimonial indistinta de 

los padres en atención al carácter conservatorio del acto deberá ser evaluada en el caso 

concreto, teniendo en cuenta la función económica que aquel cumple y el resultado que 

se espera obtener en el patrimonio del hijo
37

. 

En esta materia, tal como ocurre en relación al usufructo, existen posiciones 

opuestas en orden a como funciona esta responsabilidad de los padres cuando ellos no 

conviven. 
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Por una parte, a partir de lo dispuesto por el art. 294 del C.C. en cuanto a que 

“La administración de los bienes de los hijos será ejercida en común por los padres 

cuando ambos estén en ejercicio de la patria potestad…” se sostiene que cuando tal 

ejercicio es unilateral, aquella se encuentra exclusivamente en cabeza del progenitor 

ejerciente
38

. 

Desde otra postura, se ha afirmado que aunque el ejercicio de la responsabilidad 

parental se encuentre a cargo de uno sólo de los padres, ambos deben otorgar el 

consentimiento en los actos de administración propiamente dichos, en un todo de 

conformidad con lo dispuesto por el inc. 7° del art. 264 quater  del Cód. Civil, norma 

ésta que expresamente consigna que tal consentimiento expreso de ambos padres se 

requerirá en los casos de los incs. 1° (padres matrimoniales que conviven), 2° (padres 

matrimoniales que no conviven) y 5° (padres extramatrimoniales que conviven y que no 

conviven) del art. 264
39

.  

La reflexión acerca de la responsabilidad de los padres como administradores 

del patrimonio de sus hijos exige indagar acerca de la naturaleza de este deber-facultad. 

En tal sentido se ha sostenido que la gestión paterna de los bienes de los hijos se rige en 

primer lugar por las normas propias de la “patria potestad” y subsidiariamente por las 

del mandato, en concordancia con lo previsto por el art. 1870 inc. 1° del CC
40

. En ese 

marco, los padres se encuentran obligados a rendir cuentas de su administración a los 

hijos
41

. 

En la gestión patrimonial de los padres deben distinguirse tres categorías de 

actos: a) actos absolutamente prohibidos, b) actos que requieren autorización judicial, y 

c) actos que los padres pueden realizar libremente. 

Los actos de administración absolutamente prohibidos a los padres se 

encuentran enumerados en el primer párrafo del art. 297 del CC y la restricción legal a 

su respecto no puede ser removida ni con autorización judicial.  

La prohibición de comprar por sí o por persona interpuesta bienes de los hijos, ni 

aún en remate público, es acorde a lo dispuesto en materia de compraventa por el art. 

1361 inc. 1° y se enmarca en la prohibición general de contratar con los hijos que 

prescribe el art. 279 del Código Civil. Sin embargo, esta última admite excepciones en 
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materia de sociedades en el caso de donación al hijo, expresamente autorizada por el art. 

1805 del CC y a otros contratos gratuitos como el comodato, el mutuo y el mandato. 

Claramente tal proscripción de contratar en general persigue como finalidad evitar que 

el padre aproveche de su facultad para beneficiarse, en desmedro del patrimonio del 

hijo.  

En los restantes supuestos de actos de administración prohibidos a los padres
42

 

la razón del impedimento ha de encontrarse en que la colisión de intereses que se 

derivaría de su admisión vulneraría los principios ético-morales que informan la 

responsabilidad parental.  

El art. 299 del Cód. Civil sanciona con la nulidad a los actos otorgados en contra 

de lo dispuesto por los arts. 297 y 298, privándolos expresamente de efectos. En el 

supuesto de los actos de gestión patrimonial prohibidos, su nulidad deriva –asimismo- 

de lo prescripto por los arts. 1038 y 1043 del CC. Sin embargo, tal como se ha sostenido 

con acierto, en todos los casos la nulidad sería relativa en tanto tales actos son 

susceptibles de ser confirmados por el hijo -siempre que la nulidad no haya sido 

judicialmente declarada- una vez llegado a la mayoría de edad
43

.  

El segundo párrafo del art. 297 del Cód. Civil enumera los actos que requieren 

autorización judicial
44

, completándose ello con la previsión del art. 298
45

. 

La norma exige autorización judicial para enajenar todo tipo de bienes de los 

hijos, de tal modo que quedan comprendidos en la exigencia los bienes muebles e 

inmuebles, registrables y no registrables y ciertamente no alcanza a los supuestos de 

venta forzosa.  

Se ha afirmado al respecto que la autorización es requerida para cualquier acto 

de disposición de los bienes del hijo; esto es, para todo aquel acto que altere o 

modifique sustancialmente los elementos que forman el capital o comprometa su 

porvenir por largo tiempo y no persiga como el acto de administración la simple 
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productividad de los bienes o la persiga de un modo extraordinario
46

.  En este sentido, la 

jurisprudencia ha ido construyendo un interesante menú de actos que por ser 

considerados “actos de disposición” exigen de autorización judicial para su 

otorgamiento por los padres
47

.  

A los fines de la autorización judicial requerida por el art. 297 1ª. parte del 

Código Civil se exige que los padres acrediten la conveniencia de la enajenación y el 

destino que se va a dar a los fondos. En tal sentido la jurisprudencia ha dicho que “Todo 

acto de disposición debe reunir la conjunción de los presupuestos de necesidad, ventaja 

y reinversión, los cuales pueden requerirse en conjunto o priorizarse alguno de ellos en 

función de las circunstancias particulares del caso, ya que éstos serán el fundamento de 

su procedencia
48

”. 

 Respecto a la exigibilidad de tal autorización para el otorgamiento de boleto de 

compraventa las opiniones se encuentran divididas. Así, algunos entienden que en tal 

caso no se requiere autorización judicial en tanto el acto no versa sobre la trasmisión del 

dominio sino sólo de la asunción de una obligación personal de trasmitirlo
49

. Otros, en 

cambio, sostienen que la exigencia comprende este supuesto por la trascendencia 

patrimonial que la suscripción del boleto puede acarrear a los intereses del menor, en 

cuanto importa el compromiso de trasmitir la propiedad del inmueble
50

, opinión esta 

última que compartimos. 

La constitución de derechos reales sobre los bienes de los hijos constituye sin 

dudarlo un acto de disposición, lo que justifica la exigencia de autorización judicial. Sin 

embargo, cuando se trata de la constitución de hipoteca o prenda para garantizar el saldo 

del pago de  precio por la adquisición del bien para el hijo, parte de la doctrina opina 

que tal autorización no es necesaria pues en tal caso no se trata de la salida de un bien 
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del patrimonio del hijo sino de su incorporación
51

. Desde otra posición se considera que 

aquella siempre es necesaria porque el dinero que se invierte en la compra pertenece al 

hijo y debe ser mantenido hasta la finalización de la patria potestad, lo que resulta 

incompatible con el riesgo que importa la constitución de hipoteca por el saldo del 

precio
52

. 

Finalmente, los actos de gestión patrimonial que los padres pueden otorgar 

libremente incluyen todos los que importen la conservación de los bienes del hijo, y los 

actos propiamente de administración, que si bien no requieren autorización judicial 

deben ser otorgados conjuntamente según lo dispuesto por el art. 264 quater del C.C., 

excepto que exista mandato de administración a favor de uno de ellos. 

Omitiremos en esta oportunidad el comentario sobre la privación de la 

administración y sus efectos regulada en los arts. 301,302 y 303 del C.C..  

Desde la perspectiva de los principios del derecho constitucional humanitario 

que informan la responsabilidad parental, la lectura de las normas que regulan la gestión 

patrimonial de los padres merece, a nuestro criterio, algunas precisiones.  

Claramente el régimen de administración de los bienes de los hijos se funda en 

la representación necesaria de los hijos que éstos ejercen por imperativo legal (art. 274 

del CC).  Ello así, la gestión patrimonial de los progenitores  deriva y es acorde con el 

régimen de capacidad-incapacidad que el Código Civil prevé y la representación 

necesaria que dispone en relación a quienes la ley declara incapaces de hecho.  

En ese marco, los poderes de los padres como administradores de los bienes de 

sus hijos ponen en tensión el reconocimiento del principio de capacidad progresiva de 

niños y adolescentes que incorpora la Convención sobre los Derechos del Niño con 

jerarquía constitucional.  

Por otra parte, desde nuestra mirada la restricción al referido principio del 

derecho constitucional humanitario en cuanto al ejercicio del hijo del derecho de 

intervenir en la administración de su patrimonio conforme el grado de evolución y 

desarrollo de sus facultades luce contradictoria con la capacidad que la misma ley 

reconoce a los adolescentes a partir de los catorce años de edad para otorgar actos cuyas 

consecuencias pueden comprometer su existencia de por vida como la posibilidad de 
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reconocer hijos, o la autorización para  disponer de su patrimonio por acto de última 

voluntad,  consagradas por el art. 286 del Cód. Civil. 

Sin lugar a dudas, aún en el esquema legal de otorgamiento de los actos de 

administración de los bienes de los hijos por parte de los padres, aquellos deben ser 

informados oportunamente del acto y ser oída su opinión al respecto. Ello, no sólo en el 

supuesto en que, por tratarse de un acto de disposición es imprescindible la intervención 

judicial para el otorgamiento de la respectiva autorización, sino también en aquellos que 

no la requieren, en cuyo caso tal información y escucha son responsabilidad de los 

padres.  

 

b) La gestión patrimonial paterna en el Proyecto del Código Civil y Comercial 

Desde nuestra perspectiva el primer acierto del Proyecto en este punto es que 

sienta expresamente el principio de administración común de ambos progenitores, 

independientemente de que el cuidado del hijo sea unilateral o compartido (art. 685). Se 

pone de este modo fin a la dualidad de interpretaciones en este sentido que habilita la 

redacción del primer párrafo del art. 294 del Cód. Civil. 

Se reiteran las disposiciones que refieren a los bienes excluidos de la 

administración de los padres. Asimismo, se mantienen los supuestos de actos de 

administración prohibidos -a los que el art.689 del Proyecto nomina “contratos 

prohibidos”-  y la posibilidad de delegación de la administración en uno de los padres. 

Luce como novedad en el Proyecto la posibilidad de que el juez pueda designar 

como administrador a un tercero para el supuesto de desacuerdos reiterados de los 

padres respecto de la gestión patrimoniales de sus hijos (art.688). 

Finalmente, en la línea de reconocimiento explícito del principio de capacidad 

progresiva de los hijos que recorre toda la regulación de las relaciones familiares en el 

Proyecto, en materia de gestión patrimonial se prevé la obligación de los padres de 

informar a los hijos, que cuenten con la edad y el grado de madurez suficiente, acerca de 

los contratos que en su nombre celebren con terceros en los límites de su administración 

(art.690).  

 

III. Algunas conclusiones 

 Creemos que la regulación del usufructo y de la gestión patrimonial de los 

padres requiere de una interpretación ajustada los principios, derechos y garantías 

incorporados por el derecho constitucional humanitario. 



 En ese marco, compartimos la opinión de Lloveras y Salomón acerca de la 

inconstitucionalidad de la previsión del usufructo paterno, por desconocer el carácter del 

hijo como sujeto de derecho y configurar su previsión un despojo respecto de derechos 

patrimoniales que corresponden en exclusividad al hijo. 

 Sin perjuicio de ello, sostenemos que en el marco normativo vigente resulta 

imprescindible recabar la opinión del hijo,  de conformidad a su capacidad  progresiva, 

a la hora de decidir el destino que los padres han de dar al usufructo de sus bienes.  

 Estimamos que la gestión patrimonial de los padres ha de sostenerse en tanto y 

en cuanto el hijo no haya alcanzado un desarrollo de sus capacidades que le permita 

asumirla personalmente, aún cuando no haya llegado a la mayor edad.  En su caso, 

habrá de subsistir la “asistencia” de los padres para el otorgamiento de aquellos actos 

que puedan comprometer seriamente el futuro de su patrimonio.  

 No obstante y de conformidad a la regulación vigente, afirmamos la necesidad 

de que los padres informen al hijo y tengan en especial consideración su opinión, 

conforme su capacidad progresiva, al momento de concretar  actos de conservación y/o 

de administración respecto de su patrimonio.      

 

 

   

    

 

 

 

 

 

    

    

    


